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			Para María, persona íntegra y una juez honesta que,  




			si hubiera estado en aquel tribunal, se habría leído la causa. 




			 




			Para Miquel, Pere, Clara y Helena, con el deseo de que algún día  




			vean una democracia mejor y trabajen para lograrlo. 




			



			


	    


	 	

	  

       




			JOSÉ MARÍA MENA 




			EL PECADO DESENTERRADO 




			 




			Si el viejo patriarca provocó, el 25 de julio de 2014, la exhumación de su antiguo pecado, Pere Ríos, con este trabajo, hace algo más que la autopsia del cadáver desenterrado. Nos presenta, sin concesiones ni prejuicios, a los protagonistas de entonces. Nos ofrece una disección sobria, clara y hasta didáctica de los hechos y los datos, tal como acontecieron. Y, además, como si diera color a la vieja película, añade una serie de entrevistas actuales a personajes de aquellos días, protagonistas y antagonistas, espectadores o implicados colaterales, que reviven, rememoran o recrean lo que ocurrió hace más de treinta años. 




			Con la extraña autoinculpación de Jordi Pujol emergió del túnel del tiempo, como un fantasma, el caso de Banca Catalana. Me había visto implicado en él como fiscal. Hacía treinta años que eso había acabado, dejándome únicamente el sambenito de ser «uno de los fiscales de Banca Catalana», como si no hubiera hecho otra cosa en cuarenta y tres años ininterrumpidos de trabajo profesional. Solo gané malas caras, saludos huidizos, decepcionantes incomprensiones, injustas acusaciones. Sin embargo, frente a todo ello permaneció siempre la absoluta certeza de haber cumplido con el deber, la alta probabilidad, ahora reforzada, de tener la razón y, sobre todo, la firme convicción de haber servido al pueblo de Cataluña. 




			Fue una experiencia ingrata. Quise desprenderme de cuanto me conectara con aquel episodio con un intencionado ejercicio de desmemoria, destruyendo viejos papeles, olvidando antiguos nombres de personajes que siguen vivos y de entidades desaparecidas. El hartazgo y la distancia de los años hicieron posible enterrarlo todo. Y ahora, de repente, el 25 de julio de 2014, vuelve el viejo patriarca, iracundo y atronador, y lo desentierra. 




			El sistema penal de hace treinta años era, prácticamente, del siglo XIX. Un armazón legal consistente en el Código Penal franquista de 1944, con algunas reformas parciales, irrelevantes en materia de alta delincuencia económica, y la vieja Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882, con otras pequeñas modificaciones. Un armazón judicial consistente en un juez instructor a la vieja usanza, de cuando pensaban que lo que ahora llamamos delitos de cuello blanco solo eran simples pleitos civiles exentos de responsabilidad penal. El buen señor, circunspecto y cicatero, no adoptó ni una sola iniciativa de investigación, aunque sí obstaculizó o dilató cuanto pudo las de los fiscales. No quiso ni llegó a tener el más mínimo contacto con los inspectores del Banco de España, que eran los expertos en la materia investigada, lo que equivaldría a un juez que no quisiera hablar con los policías que investigan el crimen que instruye. Un tribunal numerosísimo, casi unánimemente dispuesto a exhibir que no abrigaba dudas sobre la inconveniencia de juzgar al sospechoso. Una absoluta falta de medios materiales, sin la más mínima infraestructura tecnológica, y con el único soporte de una voluntariosa y excelente funcionaria mecanógrafa de la fiscalía, a tiempo parcial, pero que no sabía escribir en catalán, lengua de los querellados y testigos. Un desastre que parecía preordenado al deplorable resultado final. Ya nos lo decía un veterano fiscal, muy inteligente, un poco cínico y un poco cómplice nuestro: no vayáis de caza mayor sin el armamento adecuado, la fiera os devorará. 




			Lo más grave de entonces era que la fiera se cobijaba en una espesa maraña social de complicidades, de negación de la evidencia, de silencio encubridor, interesado, inducido o fanatizado. A nadie, o casi nadie, le parecían mal aquellas prácticas bancarias que arruinaron a miles de ahorradores, hundiendo a Banca Catalana. 




			Se implantaron teorías conspirativas para linchamiento de la fiscalía, que generaron el descrédito del conjunto de la Administración de Justicia, descrédito que no ha dejado de crecer desde entonces. Los fiscales del caso, como alguaciles alguacilados, nos vimos sometidos, desde Madrid y desde Barcelona, al contraataque político de la imputación de politización. Así se urdió una compacta red de descrédito de la actuación de la fiscalía, de su capacidad técnica, de su imparcialidad, de su deontología. 




			Frente a esta negación de la credibilidad de la fiscalía se alzaba, imbatible, la credibilidad casi mesiánica de Pujol, que se apresuró a identificar su causa con la de Cataluña. Las escasas voces críticas de algunos escritores, pocos periodistas y poquísimos políticos en Cataluña fueron desatendidas, silenciadas, menospreciadas y anatematizadas como enemigas de la patria. 




			El armamento de la fiscalía era, como debe ser, simplemente el Código Penal vigente, aunque debe resaltarse que contábamos con el soporte jerárquico y personal de un ejemplar fiscal general, Luis Burón Barba, y la impecable actitud del ministro de Justicia, Fernando Ledesma, que en ningún momento perturbó la imparcialidad de la fiscalía, lo cual debe ser reconocido como un mérito de coherencia democrática, ejemplar en los tiempos que hoy corren. 




			El tribunal que decidió no abrir el juicio contra Pujol y los demás acusados no negó la certeza de los hechos contenidos en el escrito de la fiscalía. Según la mayoría de los magistrados, los hechos de la acusación de la fiscalía no encajaban en ninguno de los delitos del Código Penal, no podían ser delito, aunque pudieran ser ciertos. O, dicho de otro modo, el Código Penal, según ellos, estaba redactado pensando en otro tipo de delincuente más simple, pero no en prácticas bancarias tan complejas, aunque generaran tan inmensos perjuicios. Por esto los miembros del tribunal, por amplia mayoría, decidieron que no les era necesario conocer las prácticas irregulares objetivamente descritas, ni analizar los datos aportados, ni siquiera leerlos, ni atender la argumentación jurídica de la fiscalía para hacer posible su encaje en el Código Penal. 




			La argumentación de la fiscalía se encontró, además, con un rechazo inicial, un prejuicio descalificador, consistente en la afirmación irrebatible de que los fiscales no sabían de finanzas. Naturalmente, ni los fiscales ni los jueces son expertos en finanzas. Tampoco necesitan ser peritos calígrafos para juzgar falsedades documentales. Tampoco son expertos en medicina forense, ni en materias venenosas, ni en balística, y sin embargo son los que juzgan homicidios y asesinatos. Los juzgadores deben ser expertos en valorar a los expertos, a los peritos, en apreciar su objetividad, en requerir de ellos informaciones inteligibles, en contrastarlas y deducir su veracidad, pero no en producir tales informaciones. 




			En el caso de Banca Catalana existía una información rigurosa y completa aportada por funcionarios de élite del Banco de España, cuya objetividad y profesionalidad nadie discutió, porque, además, su informe se basaba únicamente en los datos obtenidos de la propia entidad. A los fiscales les incumbía la obligación de conocer y entender los datos que los expertos aportaban, y determinar la ley que, en su caso, fuera aplicable. 




			La concreción de la ley aplicable requiere, generalmente, un ejercicio complementario de interpretación que no siempre es sencillo. El caso de Banca Catalana era relativamente novedoso por su complejidad, por sus dimensiones económicas y por los subterfugios extrajurídicos con que se encubrían las conductas sustractivas. Para determinar si las previsiones legales de entonces eran adecuadas o no, si los hechos de la querella encajaban o no en los artículos de aquel Código Penal, hacía falta, por lo tanto, un ejercicio de interpretación de la ley aplicable que tenía más problemas que en otros casos. 




			Hubo quien, con la misma perspectiva que el tribunal, pensó que la fiscalía se había aventurado en una interpretación arriesgada o frívola de la ley aplicable. Lo prudente, sin aventuras de interpretación jurídica ni riesgo de ligereza, sería, según ese criterio, esperar a una reforma de la ley penal que describiera exactamente como delitos aquellas prácticas. Y mientras llegaba esa reforma legal, lo de Banca Catalana era imprudente, desacertado o inconveniente perseguirlo. 




			La reforma llegó, desde luego. Pero llegó diez años después, y no llegó, ciertamente, para aportar severidad en el castigo de esas conductas, que constituyen el núcleo de los delitos de cuello blanco. Los nuevos delitos societarios de 1995 permiten penas menores que el delito de apropiación indebida que pretendía aplicar la fiscalía. 




			Si la decisión del tribunal de Banca Catalana destilaba un mensaje de impunidad para los delincuentes de cuello blanco, el mensaje de benignidad de la reforma penal de 1995 no lo contradecía. Y así, el viejo pecado de Pujol durmió el sueño de los justos en el paraíso, acompañando quizás, a otros pecados personales, familiares y políticos no tan viejos. Posiblemente tiene mucho que ver con aquellos mensajes de impunidad o benignidad la absoluta desvergüenza con que ha proliferado la corrupción entre nuestros líderes políticos y económicos, al menos hasta hoy. 




			

	  


	 	

	  

       




			CARLOS JIMÉNEZ VILLAREJO 




			CULPABLES, MILLONARIOS E IMPUNES1 




			 




			En el inicio de un pormenorizado examen de los «delitos de cuello blanco» se cita un fundamentado informe con motivo de la quiebra de Lehman Brothers en 2008, en el que se afirma: «El capitalismo moderno ha emulado este sistema de castas», refiriéndose a los brahmanes indios. Calificativo perfectamente aplicable a los protagonistas de esta obra, los responsables de la quiebra de Banca Catalana. 




			Decía Jordi Pujol i Soley en sus memorias: «Tengo un acusado sentido del honor». Vacuas palabras. Por ello, eran incompatibles con que el 25 de julio de 2014 reconociera públicamente que llevaba defraudando a la Hacienda Pública desde 1980, es decir, 34 años, 23 de los cuales lo hizo al mismo tiempo que presidía la recién restaurada Generalitat de Cataluña. Aún no se sabe, en la fecha que escribimos este prólogo, cuál es el importe real de los fondos definitivamente defraudados, en qué paraíso fiscal están ocultos y, sobre todo, el origen real de los mismos. En cuanto a su origen en la supuesta herencia de su padre, no parece que se ajuste a la realidad, pues en el voto mayoritario del tribunal que se pronunció sobre su responsabilidad penal en el caso Banca Catalana ya se hace referencia a dicha herencia por un valor de 3.378.000 pesetas. Ello no ha impedido que su esposa, Marta Ferrusola, y sus hijos Marta, Pere y Mireia, según el Juzgado de Instrucción número 31 de Barcelona, hayan «regularizado ante Hacienda la cantidad desorbitada de más de tres millones de euros». Por tanto, es difícil aceptar que el origen de los fondos ocultos desde 1980 se limite a la supuesta herencia que Pujol invoca y que algunos medios han cifrado en 4,8 millones de euros, unos 800 millones de pesetas, muy lejos de los citados casi 3,4 millones de pesetas. 




			Estos hechos, de indudable gravedad y evidente relevancia penal, han hecho resurgir con toda fuerza el proceso contra el expresidente por su responsabilidad en el hundimiento de Banca Catalana y justifica la excelente obra que prologamos. Crisis causada, entre otras razones, por la que el autor califica de «nefasta» gestión al frente de dicha entidad. Ya es sabido que el tribunal competente, la Audiencia Territorial de Barcelona, por 33 votos frente a ocho, impidió el procesamiento de Pujol y, ante hechos delictivos perfectamente acreditados, optó, con argumentos ciertamente débiles, por impedir una más exhaustiva investigación de los hechos y garantizó a Pujol la más completa impunidad. Fue el precedente de una posición casi constante de la magistratura de favorecimiento y amparo de la delincuencia económica o financiera. 




			La fiscalía de Barcelona, con la plena confianza del entonces fiscal general del Estado, Luis Burón Barba, emprendió una rigurosa investigación, con el apoyo científico del Banco de España, sobre el funcionamiento gravemente irregular y de alcance penal de los directivos de Banca Catalana, hasta concluir, como lo reconocieron ocho de los magistrados del tribunal, que la naturaleza penal de las conductas investigadas era indudable, como también lo era el beneficio económico ilícito obtenido por Jordi Pujol y otros consejeros. 




			El voto judicial minoritario ya concluyó que, entre otros beneficios ilícitos, Jordi Pujol había obtenido, solo por el pago de «dividendos ilícitos», 84.375.000 pesetas. La cuestión que ahora se plantea es doble. Primero, la más que razonable relación de la fortuna ahora declarada con la riqueza acumulada en Banca Catalana. Los jueces deben aclararlo. Y, muy especialmente, la preocupante sumisión o dependencia del poder judicial ante el poder económico, que, ante Banca Catalana, marcó un rumbo que de forma más o menos inmediata tuvo una evidente continuidad. 




			Cuando el tribunal exculpó a Pujol, el diario La Vanguardia se aprestó a celebrar que «estaba libre de culpas». La realidad histórica ha demostrado la falsedad de dicha información. Primero, porque, como sostiene con acierto el autor, «ni aquellos jueces —el tribunal que lo exculpó— ni ningún parlamento o institución han cuestionado nunca la veracidad de los demoledores informes del Banco de España en los que se sustentó la acusación». Y, en segundo lugar, porque en aquella fecha, 1986, ya llevaba seis años no solo defraudando sino mintiendo a su electorado y a todos los ciudadanos catalanes. Con dos importantes consecuencias. Que, como ya expuse en otra ocasión, a través del fraude estaba «impidiendo que el Estado español tuviese una base imponible suficiente para garantizar derechos sociales y servicios públicos».2 Y, además, porque obtener el voto mayoritario y gobernar sobre la base del engaño continuado representa ejercer el poder desde la manipulación con la consiguiente pérdida de legitimidad democrática, nada menos que durante 23 años. 




			Aquella respuesta jurisdiccional expresó la evidencia de que los delitos cometidos desde el poder, particularmente la criminalidad empresarial, tienen casi asegurada una «reacción penal, por definición, y más en esta clase de casos, tardía, lenta, poco eficaz y profundamente deslegitimadora».3 




			El 28 de noviembre de 1939, en la American Sociological Society, Edwin Sutherland pronunció por vez primera el término «delito de cuello blanco» para referirse a un tipo de delincuencia económica cometida por personas de nivel social alto en el desarrollo de su actividad profesional. Se refería a la criminalidad de la empresa o, como la llama Christian Schünemann, «los delitos económicos cometidos a partir de una empresa», desde un concepto de delito económico que define como «todas las acciones punibles que se cometen en el marco de la participación en la vida económica o en estrecha conexión con ella». Acciones que concentran esencialmente las sociedades mercantiles y singularmente la sociedad anónima, pues no pueden desconocerse los gravísimos efectos sobre el funcionamiento global del sistema de la delincuencia económica. Por ejemplo los llamados efectos de resaca y espiral, y cómo no, su efecto corruptor en las instancias administrativas. La criminalización de la actividad empresarial presenta una especial relevancia en los procesos económicos, en la producción, distribución y consumo de bienes y servicios y obliga a dotar al ordenamiento penal de mecanismos específicos para proteger a grandes colectivos, como los socios y clientes, frente a estructuras organizativas de gran complejidad en las que las facultades de dirección y gestión pueden conducir a situaciones gravemente abusivas y perjudiciales. 




			Como es sabido, la criminalidad financiera tiene como sujeto principal la sociedad anónima que se constituye y actúa bajo la cobertura de una legalidad formal. Los hechos punibles se presentan como actos aparentemente lícitos desarrollados en el normal ejercicio de la actividad empresarial bajo un ropaje formal que es extremadamente útil para enmascarar el comportamiento ilícito. 




			De ahí que resulte obligado agotar cualquier investigación penal respecto de estos delitos. Y, por ello, resulta más que reprobable que el voto judicial que favorecía a Pujol se atreviese a rechazar su imputación al tiempo que añadía: «sin perjuicio de que caso de aparecer nuevos datos o elementos se proceda con arreglo a derecho», cuando sabían con toda certeza que la decisión que habían tomado impedía que pudiera proseguir la investigación. 




			Este entramado jurídico y económico a través del cual actúan los delincuentes de «cuello blanco» ha favorecido que la mayoría de la sociedad, hasta tiempos muy próximos, no perciba que está transgrediendo la ley, mientras que la violación de la ley penal parecía quedar limitada a los delitos convencionales, generalmente cometidos desde los estratos más bajos de la sociedad. 




			Pero, en la investigación del hundimiento patrimonial de Banca Catalana, las pesquisas de la fiscalía, con el auxilio pericial ya indicado, consiguieron traspasar las dificultades objetivas descritas y descubrir y determinar las operaciones económicas perfectamente calculadas por Jordi Pujol y sus colaboradores para, según el autor, «lograr un beneficio personal y favorecer a sus familiares, empresas y terceras personas»; operaciones que tenían «su epicentro» en la llamada «caja B», que representaba, sin la menor duda, una doble contabilidad, clandestina, y la posibilidad de ocultar a accionistas y autoridades monetarias el verdadero estado económico del banco y los beneficios ilícitos que obtenían. 




			La fiscalía, en el proceso contra los dirigentes de Banca Catalana, acreditó que había que levantar la barrera del derecho penal ante los abusos de poder que habían cometido y que, desde luego, no podía tolerarse que creyesen estar «por encima del alcance de la ley». Desde esta posición, la fiscalía impulsó la plena vigencia del principio de igualdad de los ciudadanos ante la ley penal cuando hasta los tribunales, a veces atemorizados, lo rechazaban. 
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			TREINTA AÑOS DESPUÉS 




			 




			«Decidí que si finalmente era procesado, en aquel mismo momento dimitiría de mi cargo de presidente. Ya tenía pensado el nombre de mi sucesor. No lo he dicho nunca, no lo digo ahora, ni lo diré.» Jordi Pujol admite sin reparos en su segundo libro de memorias, publicado en 2009, que la historia reciente de Cataluña hubiera podido cambiar el 21 de noviembre de 1986. Aquel día, el pleno de la Audiencia Territorial de Barcelona (el equivalente a lo que es hoy el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña) votó por 33 votos frente a ocho en contra del procesamiento del presidente de la Generalitat por su gestión como directivo de Banca Catalana. 




			La exculpación llegó tras más de dos años de un proceso judicial iniciado con la querella presentada por los fiscales Carlos Jiménez Villarejo y José María Mena. En ella se acusaba a Pujol y a otros 24 exdirectivos de Banca Catalana de apropiación indebida y falsedad documental por enriquecerse con el dinero de los clientes y por su nefasta gestión al frente de la entidad. Los informes del Banco de España evalúan en 19.679 millones de pesetas las pérdidas que sufrió la entidad como consecuencia de la actuación de los querellados. Banca Catalana acabó en quiebra y el rescate costó a las arcas públicas 344.049 millones de pesetas, según la cuantificación que hizo el Tribunal de Cuentas en 1985. 




			El Banco de España envió por primera vez a sus inspectores a la entidad en octubre de 1980 y la querella no se interpuso hasta el mes de mayo de 1984. Un mes antes Jordi Pujol había logrado su primera mayoría absoluta en la Generalitat y desde el primer momento atribuyó el proceso judicial a un «interés político». Tras presentarse la querella movilizó a sus bases y cien mil personas se echaron a la calle en Barcelona para mostrarle su apoyo, primero frente al Parlament, el día de su investidura, y después en la plaza de Sant Jaume el 30 de mayo de 1984. El president siempre proclamó su inocencia y acusó al Gobierno socialista de Felipe González y a los fiscales de atacar Cataluña y sus instituciones, así como de pretender encarcelarlo para acabar con su carrera política. «El Gobierno ha cometido una jugada indigna», fue la conocida frase pronunciada desde el balcón de la Generalitat. Pujol articuló un discurso victimista, explotó políticamente la querella e hizo del proceso judicial una suerte de causa general dirigida contra su partido, contra la Generalitat y, por extensión, contra Cataluña y los catalanes. 




			Tras su exculpación, el tema derivó en tabú y fue anidando cierto complejo en una parte de la izquierda política catalana, siquiera porque Pujol había sido torturado por la policía durante el franquismo y había estado en la cárcel a raíz de los «hechos del Palau». Al tiempo, en amplios sectores de la sociedad caló el mensaje tantas veces reiterado de que el caso Banca Catalana fue una acción premeditada para socavar la incipiente autonomía. Sin embargo, ese relato oficial raramente cuestionado empezó a resquebrajarse el 25 de julio de 2014. Ese día, el expresidente de la Generalitat dejó estupefacta a la sociedad a la que durante décadas había dado lecciones de ética, honor y sacrificio, y confesó en un comunicado que desde septiembre de 1980 había venido disfrutando de una fortuna oculta en el extranjero por un legado que le dejó su padre al morir y cuyos beneficiarios debían ser su esposa, Marta Ferrusola, y sus siete hijos. 




			La explicación fue cuestionada desde el primer momento y en el trasfondo de la confesión se intuyó un deseo de proteger a los hijos de los procesos judiciales que estaban en marcha en la Audiencia Nacional por blanqueo de capitales y delito fiscal. El expresidente no ofreció detalles del origen del dinero, ni quién actuó de testaferro, pero si de algo sirvió la confesión fue para desempolvar el caso Banca Catalana. Tres décadas después, vuelven a planear muchas dudas sobre si el legado que confesó Pujol no procedía en realidad del beneficio económico que obtuvo como directivo de Banca Catalana y como principal accionista de la entidad. 




			Los informes del Banco de España de la época, elaborados a partir de la contabilidad de la propia Banca Catalana, fueron muy concluyentes y nadie los rebatió en el proceso judicial, ni siquiera los jueces que acordaron la exculpación, ni los abogados defensores. En esos documentos se detalla a la peseta la nefasta gestión que hizo Jordi Pujol como consejero ejecutivo de Banca Catalana entre 1974 y 1976, y cómo se lucró durante años con el cobro de dividendos ilícitos, la compraventa de acciones, los depósitos a plazo fijo a su nombre o al de sus familiares y la concesión de créditos ficticios. Para hacer posible todo esto, los directivos de Banca Catalana crearon una contabilidad paralela, la llamada «caja B», que escapó al control de la junta de accionistas y la supervisión del Banco de España, y emplearon unas sociedades instrumentales para otorgar visos de legalidad a las operaciones. 




			Jordi Pujol siguió participando y beneficiándose de esas operaciones especulativas y supuestamente ilícitas de Banca Catalana hasta mayo de 1982, cuando hacía ya más de dos años que ejercía como presidente de la Generalitat. Por tanto, no responde a la verdad el discurso oficial tantas veces repetido de que no le interesaba el beneficio económico y que se desvinculó de cualquier actividad muchos años antes para dedicarse en cuerpo y alma a la política. Corresponde a los jueces y a la administración tributaria aclarar el origen de la fortuna confesa y los procesos abiertos determinarán si Pujol es un delincuente fiscal o no, además de un defraudador a la Hacienda Pública. Nunca antes un dirigente político español de esta relevancia había formulado una confesión de este alcance y mucho menos, como en el caso de Pujol, sin tener abierta una causa judicial. 




			Este libro empezó a gestarse meses antes de la confesión y lo cierto es que ese hecho ha precipitado el parto. La pretensión es aportar nuevos datos y testimonios sobre el caso Banca Catalana. Uno de ellos es que Jordi Pujol se enriqueció durante la época que fue consejero ejecutivo de Banca Catalana, del 22 de mayo de 1974 al 14 de octubre de 1976, si bien no se le aceptó la renuncia en ese cargo hasta el 3 de abril de 1977. Una cifra a modo de ejemplo. Entre 1974 y 1980, mientras la entidad se hundía en pérdidas y se descapitalizaba a marchas forzadas, Pujol se embolsó en dividendos ilícitos más de 84 millones de pesetas. Esa renta, actualizada anualmente con las respectivas tasas de variación que publica el Instituto Nacional de Estadística, superaría hoy los cuatro millones de euros. El cobro de dividendos benefició a una larga relación de directivos y clientes, entre ellos Francesc Cabana, también querellado y cuñado de Jordi Pujol, que en aquellos años se embolsó casi 21 millones de pesetas. 




			En el sumario también consta que Jordi Pujol, su hermana Maria y la madre de ambos abonaron en 1982 un total de 22 millones de pesetas en concepto de impuesto de sucesiones al recibir la herencia del padre Florenci. Esa renta actualizada equivaldría hoy a 511.302 euros.1 El pago de ese impuesto, además, no supuso ningún desembolso a los familiares de Pujol, porque se pagó con la venta de unas acciones de Banca Catalana a una sociedad instrumental del grupo que era muy deficitaria y a la que la entidad le concedió un préstamo para cerrar la operación. 




			Son datos que certificó la propia Banca Catalana en la investigación judicial y que los propios jueces admiten como hechos probados en el auto de exculpación. No hacen falta excesivos conocimientos de economía ni matemáticas para concluir que si el importe del impuesto de sucesiones fue de 22 millones de pesetas la cuantía oficial de la herencia era muy elevada. Legados ocultos al fisco al margen, claro. 




			Una segunda línea argumental de estas páginas relata que la mayoría de los magistrados que exculparon a Pujol no actuaron a ciegas, como se supone y se representa tradicionalmente a la justicia. Buena parte del tribunal miró para otro lado, en lugar de centrarse en el análisis de los informes del Banco de España y del resto de las pruebas aportadas al proceso. La condición de presidente de la Generalitat del acusado, aunque los hechos que se le imputaban hubieran sido cometidos mayoritariamente cuando no era aforado, resultó decisiva. La mayoría de los jueces interpretaron que se les estaba utilizando en lo que para ellos era una disputa política entre socialistas y nacionalistas. La politización de la justicia, se diría años después. 




			Finalmente, la tercera idea de este libro pretende rebatir el discurso, mil veces repetido por Pujol y el nacionalismo, de que el Gobierno socialista promovió e impulsó la querella. En realidad sucedió todo lo contrario: el Ejecutivo de Felipe González estaba preocupado por la actuación de los dos fiscales del caso; nunca imaginó que llegarían tan lejos, ni que Pujol acabaría entre los querellados, y le generó una enorme inquietud que el proceso judicial dinamitara las alianzas parlamentarias en el Congreso entre socialistas y nacionalistas. El Gobierno del PSOE respetó formalmente la actuación de la fiscalía, pero respiró más tranquilo al saber que Pujol no debería rendir cuentas ante la justicia para esclarecer si se había enriquecido con el dinero de los accionistas de Banca Catalana. 




			Los datos que aquí se aportan proceden de las entrevistas a los principales actores políticos y judiciales de la época. Entre ellos, los fiscales Carlos Jiménez Villarejo y José María Mena, demonizados durante décadas por algunas instituciones de Cataluña porque entendían que todos los ciudadanos deberían ser iguales ante la ley. Hubieron de pasar 25 años hasta que un Gobierno de izquierdas en la Generalitat, presidido por José Montilla, les reconociera su trayectoria profesional con la concesión de la Creu de Sant Jordi. 




			También se recoge el testimonio de Fernando Ledesma, ministro de Justicia del primer Gobierno socialista, Jamás vio con buenos ojos la querella, pero aceptó el criterio distinto que sostenía Luis Burón Barba, el fiscal general del Estado que él había nombrado y en el que los fiscales de Barcelona siempre encontraron apoyo. En los tiempos que corren se antoja impensable que un fiscal general pudiera actuar con esa independencia, pero entonces se estaba construyendo la democracia y seguramente eso ayuda a explicar lo ocurrido. 




			La ahora magistrada del Tribunal Supremo Margarita Robles fue uno de los ocho votos a favor del procesamiento de Pujol. En estas páginas se relata que varios de sus compañeros le confesaron con algunas semanas de antelación que ya tenían decidido exculpar a Pujol. Quizás eso explica que el pleno de la Audiencia Territorial de Barcelona despachara en unas horas un asunto de enorme complejidad jurídica. Buena parte del tiempo de aquella deliberación judicial, además, no se empleó en debatir la existencia o no de los delitos imputados, sino en una nimiedad formal. 




			Es probable que si los jueces hubiesen abordado el caso de otra manera, se habría transmitido un mensaje claro a la sociedad y la corrupción no se habría extendido en todos los niveles de las instituciones, como ha ocurrido después. Aquella judicatura surgida del franquismo, que se definía como apolítica, sigue siendo mayoritariamente conservadora y débil con los fuertes, pese a que de un tiempo a esta parte no paran de instruirse sumarios y algunos incluso finalizan en condena y encarcelamiento. «En esto de la justicia a veces ganan los buenos», le gusta decir a José María Mena para referirse a los efectos preventivos que pueda llegar a tener el Código Penal. 




			Antonio Doñate, otro magistrado ahora jubilado que votó a favor de procesar a Pujol, también coincide en la desidia profesional con la que actuaron sus compañeros. Tres jueces más que votaron por la exculpación han aceptado explicar sus puntos de vista. Son José Manuel Bandrés y Celsa Pico, destinados en el Tribunal Supremo. El tercero, también jubilado, ha reclamado el anonimato para poder hablar con mayor soltura de unos y otros. Banca Catalana sigue siendo aún una losa que pesa demasiado en algunas conciencias. 




			Joan Piqué Vidal, el defensor de Jordi Pujol, el abogado que acabó en la cárcel por corrupción, pone el contrapunto con su visión de aquel proceso judicial en un diálogo de toma y daca que confirma la leyenda que lleva asociada donde hace tantos años. Francesc Cabana, cuñado de Jordi Pujol y fundador de Banca Catalana hasta la quiebra, es la persona que mejor conoce los hechos y los rememora en todas sus vertientes, incluida la singular relación personal que mantiene con aquel. 




			En estas páginas se recoge también el relato de Raimon Obiols, primer secretario del Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC) en aquella época, seguramente el mayor damnificado político del caso Banca Catalana. Fue amenazado de muerte y zarandeado a las puertas del Parlament por las huestes convergentes, que personalizaron en él la indignación por la querella. 




			El periodista de El País Bonifacio de la Cuadra, autor de la noticia que anunció la querella, explica por primera vez cómo logró aquella información y Salvador Aragonés, delegado en Cataluña de la agencia Europa Press, rememora la difusión de una noticia confidencial que, según los directivos de Banca Catalana, provocó la retirada de miles de millones de pesetas de los clientes. 




			Otras personas que ocupaban cargos de relevancia en la época han declinado los reiterados ofrecimientos para recordar el caso, como el propio Jordi Pujol, Felipe González o el ministro de Defensa de entonces, Narcís Serra, a quien el expresidente catalán atribuye el origen de la querella. 




			Tres décadas de distancia permiten un análisis sereno de un asunto que vuelve a ser actualidad. Estas páginas intentan ser fieles a los hechos y los protagonistas. Todas las entrevistas que se reproducen prácticamente de forma literal están grabadas, con una sola excepción. Las cifras, nombres y otros datos del proceso están extraídos del sumario, que es solo una parte de la documentación existente. Hasta el año 2022 el Banco de España no permitirá la consulta de la totalidad de las notas, informes y documentos relativos a un caso judicial que ya es historia, pero que vuelve a estar presente en la sociedad catalana y española. 
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			UNA BANCA SAQUEADA Y QUEBRADA 




			 




			EL ANHELO CATALANISTA QUE ACABÓ EN EL JUZGADO 




			 




			La necesidad de que Cataluña disponga de un banco que actúe de locomotora de su economía ha sido históricamente un anhelo del catalanismo político que arranca con Francesc Cambó, a finales del siglo XIX, y que desde entonces se ha frustrado en diversas ocasiones. Los catalanes eran buenos industriales y empresarios emprendedores, pero estaban incapacitados para ser banqueros, era la idea que empezó a fraguar hace ahora cien años, tras la crisis financiera que afectó a diversas entidades. En el bienio 1881-1882, en plena fiebre del oro, se crearon en España 42 bancos, 28 de ellos en Cataluña,1 pero ninguno cuajó como una entidad de referencia para la economía catalana. La misma sensación de frustración se repitió con la quiebra del Banco de Barcelona, en 1920. 




			«Cataluña vivirá siempre en precario en el orden económico mientras no resuelva este problema de la banca y las altas finanzas. Vivirá siempre en peligro de ver caer sus mejores creaciones industriales y comerciales en manos forasteras. Vivirá siempre en peligro de colonización. Esto todavía hace más necesario si se piensa que Cataluña es un país naturalmente pobre [...]. Un pueblo podrá nacionalizar la banca o la podrá tener privada. Esa es otra cuestión. Lo que necesita, de una manera u otra, es tener banca»,2 escribía Jordi Pujol en un texto que él data en 1956, muy poco antes de que decidiera hacer realidad ese antiguo anhelo. 




			Pujol tenía 28 años cuando convenció a su padre, Florenci Pujol i Brugat, apoderado del agente de bolsa Moisés David Tennenbaum. Ellos pusieron la mayor parte de los doce millones de pesetas y junto a un grupo de financieros e industriales compraron la pequeña Banca Dorca, de Olot (Girona), el 18 de marzo de 1959. Pujol padre y Tennenbaum no figuraron entre los accionistas fundadores porque nueve días antes de que se formalizara la compraventa de las acciones, sus nombres aparecieron en el Boletín Oficial del Estado (BOE )3 en una lista de 872 financieros descubiertos por evasión de capitales a Suiza en un proceso que investigaba el Juzgado Especial de Delitos Monetarios.4 El intermediario fue George Laurenz Rivara, de la Société de Banque Suisse, y había vehiculado 16.240 millones de pesetas. Los detalles sobre el origen de Banca Catalana, su desarrollo y caída están explicados con todo detalle en el libro que escribieron los periodistas Francesc Baiges, Enric González y Jaume Reixach. Seguramente es el más documentado que se ha escrito sobre los orígenes, desarrollo y caída del banco. Fue publicado en 1985, en plena investigación judicial, cuando la fiscalía intentaba determinar el alcance del saqueo y el enriquecimiento de Pujol y sus familiares. Los tres periodistas quedaron marcados a partir de entonces por el nacionalismo y sobre esa cuestión habrá una referencia en otro capítulo. 




			El BOE del 9 de marzo de 1959 publicó la relación de todos los implicados en la causa que investigaba el Juzgado Especial de Delitos Monetarios, clasificados en seis grupos. Tennenbaum aparece en dos ocasiones entre «las personas sancionadas por tenencia ilícita de valores o divisas en el extranjero». Una sanción fue una multa de 6.500 pesetas y el comiso de 650 francos suizos y la otra de mil pesetas, sin que existiera comiso. Florenci Pujol, por su parte, está incluido entre las «personas que no han sido objeto de diligencias por el momento» por razones muy diversas. 




			La relación de apellidos que aparecen en aquel ejemplar del BOE ya revela la alergia que desde antaño ha sentido una parte del empresariado español a la hora de cumplir con sus obligaciones fiscales. Allí figuran apellidos tan notables de la burguesía catalana como Mas-Sardà, Garriga-Nogués, Alavedra, Samaranch, Pintó, Maristany, Cortadellas o De la Rosa, que se dan la mano con familias de rancio abolengo madrileño residentes en Madrid, como Espinosa de los Monteros, Ares Pacochaga —en la publicación oficial aparecen dos apellidos y no uno solo—, Escámez o Botín. En la lista se incluye también Alfredo Molinas Bellido, que presidió la patronal Fomento del Trabajo Nacional de 1978 a 1994 y que en aquel proceso judicial fue condenado a una multa de 10.000 pesetas y el comiso de 820 francos suizos. 




			El paso de los años revelaría que la inculpación de Florenci Pujol en un asunto de fraude fiscal no fue una excepción familiar, sino que en la saga anidó una suerte de gen inductor al fraude económico. Es sabido que a aquella conducta del padre siguió la de su hijo Jordi Pujol, que él mismo ha confesado. Después vendrían los tres hijos del expresidente, imputados por la justicia en el momento de escribir este libro por veleidades económicas que les reportaron buenos beneficios y que sin invocar el nombre del padre difícilmente se hubieran producido. A esas tres imputaciones se sumó en diciembre de 2014 la del propio Jordi Pujol, su esposa y otros tres hijos por la fortuna oculta en el extranjero. 




			Esto es lo que escribía Jordi Pujol sobre su descendencia en el primer libro de memorias: «Se puede decir que los hijos han salido bien. Todos son nacionalistas y trabajadores. No todos son practicantes. Son creyentes, pero no como lo éramos su madre y yo. Este y otros aspectos que no tienen nada que ver con la religión, pero sí con la formación personal, me llevan a reflexionar sobre la dificultad de transmitir valores que hoy tienen los padres. Pero, bueno, ya hablaremos de ello en otra ocasión. De momento, ante este retrato de familia en que aparecemos Marta y yo rodeados de siete hijos y ahora con los nietos que se suman, proclamo que estoy muy contento como marido, como padre y como abuelo».5 




			La legislación española no permitía a finales de la década de los cincuenta la creación de nuevos bancos, por lo que la única manera de hacer realidad el anhelo catalanista pasaba por comprar una entidad ya constituida. Fueron 400 acciones compradas a los hermanos Dorca en la que se implicaron personas muy vinculadas a Jordi Pujol. Entre ellos, su madre y su cuñado, Francesc Cabana. El presidente de la entidad que ejerció como tal durante 20 años fue Jaume Carner Suñol, nieto de un ministro de Hacienda de la Segunda República e integrante de una saga familiar con una de las mayores fortunas de Cataluña. Carner llegó a acumular entre 400 y 600 millones de pesetas al captar fondos de amigos a los que prometió una rentabilidad de hasta el 18 % empleando documentos oficiales de Banca Catalana. El problema es que actuó de espaldas al resto de los directivos y colocó el dinero en una cuenta corriente de la que fue gastando y gastando para sufragar su impresionante tren de vida y relaciones con el mundo empresarial, dentro y fuera de España. En 1981, al cabo de 20 años, se descubrió el agujero. Carner lo había perdido todo y tenía centenares de millones de pesetas en deudas. 




			Banca Catalana intentó tapar el escándalo y fue sustituido en la presidencia de la entidad por Raimon Carrasco, hijo adoptivo de la familia Carner, pero a quien la entidad encargó, además, desposeerlo de todos sus bienes para cubrir la deuda que generó. Casado con una hermana de Francesc Cabana, falleció en 1992 a los 67 años. 




			Cuando nació Banca Catalana Pujol fue nombrado gerente de la nueva banca, pero duró muy poco en el cargo al ser detenido por los «hechos del Palau», ocurridos el 19 de mayo de 1960. Un grupo de jóvenes lanzaron octavillas contra Franco coincidiendo con su visita a Barcelona durante un concierto del Orfeó Català en el Palau de la Música porque se excluyó del programa El cant de la senyera, una referencia musical del catalanismo. 




			Ni al más imaginativo de los novelistas se le habría ocurrido que esa institución, el Palau de la Música, acabaría financiando de manera ilegal Convergència Democràtica de Catalunya —el partido que crearía en 1974 Jordi Pujol—, a través de las obras públicas concedidas por un Gobierno que presidiría aquel joven activista. Ni que la sede de Barcelona de ese mismo partido acabaría sirviendo para cubrir la fianza de responsabilidad civil por más de tres millones de euros en el proceso judicial por el saqueo de las arcas del Palau que protagonizaron Fèlix Millet y Jordi Montull. 




			Tras su detención, Pujol pasó por la comisaría de policía de la Via Laietana de Barcelona, donde fue torturado como centenares de antifranquistas, y acabó condenado en consejo de guerra a siete años de cárcel, de los que cumplió tres en la prisión de Zaragoza. Durante ese tiempo le relevó en la gerencia del banco Francesc Cabana. 




			En 1961 la entidad pasó a denominarse Banca Catalana y cinco años después aumentó su calificación de banca local a banca regional. En 1965 Pujol se reincorporó a la dirección como consejero y entre 1974 y 1976 fue consejero ejecutivo, la máxima autoridad de la institución. La renuncia a ese cargo se formalizó el 3 de abril de 1977 y en las actas de la época se le define como «el principal impulsor del banco». Seguramente la inscripción formal de la renuncia tenga algo que ver con que el 15 de junio de aquel año se celebraron las primeras elecciones legislativas en España que eligieron a las Cortes Constituyentes. Fue el inicio de la carrera política de Jordi Pujol, que salió elegido diputado por Barcelona. 




			Pujol ha repetido durante años que se desvinculó de Banca Catalana para dedicarse de lleno a la política, pero lo cierto es que después del 20 de marzo de 1980, fecha de las primeras elecciones autonómicas que le auparon a la presidencia de la Generalitat, «mantuvo su condición de principal accionista de la sociedad hasta la última operación de venta de acciones, el 19 de enero de 1982».6 Después de esa fecha mantuvo un importante paquete de títulos, que donaría el 14 de mayo de 1982 a la Fundació Catalana en una turbia operación legal que se detallará más adelante. 




			En los años del desarrollismo del tardofranquismo Banca Catalana experimentó una gran expansión en oficinas y absorbió pequeños bancos, de manera que cerró el ejercicio de 1972 con unos depósitos de 20.150 millones de pesetas. En 1975 tenía 81 entidades, tres de ellas en el extranjero, y sus activos eran de 117.000 millones de pesetas. En 1981 las sucursales llegaron a 250. 




			Se trataba, sin embargo, de un gigante con pies de barro, pues los directivos de la entidad no consideraron la crisis que empezaba a despuntar, y en una huida hacia delante, presos de lo que después se denominaría la burbuja financiera, compraron esos pequeños bancos a través de sociedades interpuestas que se financiaban con créditos carísimos concedidos por Banca Catalana. En 1979 el tipo de interés en España estaba al 20 %, pero eso no impidió que para entonces se hubiera materializado ya la adquisición del Banco Industrial del Mediterráneo, el Banco Industrial de Cataluña, el Banco de Barcelona, el Banco de Gerona, el Banco de Alicante y el Banco de Crédito e Inversiones, que costaron más de 11.000 millones de pesetas. Esa política expansiva, a la que siempre se opuso el secretario de la entidad, Francesc Cabana, condicionó para siempre la viabilidad y el futuro de Banca Catalana y supuso, a la larga, el detonante definitivo de la quiebra, pese a que los depósitos totales de las entidades superaban los 260.000 millones de pesetas. Esa era la moneda de entonces en España y la que utilizaré en las páginas este libro, aunque en ocasiones efectuaré una conversión a euros y una renta actualizada con la aplicación disponible en la web a través del Instituto Nacional de Estadística, con el fin de que el lector se haga una idea de lo que supondrían ahora aquellas cantidades. 




			En octubre de 1980 el Banco de España envió a sus inspectores para conocer en profundidad la realidad económica de Banca Catalana ante los primeros datos inquietantes y apenas once meses después, el 22 de septiembre de 1981, un informe advertía de la existencia de un desequilibrio patrimonial de 6.762 millones de pesetas. Para entonces, Jordi Pujol llevaba ya año y medio en la Generalitat y los gestores de Banca Catalana acudieron a él para que hiciera uso de su influencia política e intentara salvar la entidad. No hubo manera. 




			En aquellas fechas España venía de superar un golpe de Estado, y la Unión de Centro Democrático (UCD), el partido mayoritario, estaba inmerso en un proceso de autodestrucción. En ese contexto político, la crisis de Banca Catalana resultaba un asunto muy secundario para el Gobierno. El viernes 11 de junio de 1982, una información confidencial de la agencia Europa Press, que reprodujo TVE en Cataluña, advertía de los «rumores sobre una posible suspensión de pagos de una entidad crediticia catalana». No se citaba Banca Catalana, pero los directivos de la entidad y la propia Generalitat desmintieron la noticia a la agencia Efe. 




			El contenido del confidencial posiblemente habría pasado desapercibido, pero el desmentido acabó creando la noticia. Banca Catalana nunca reconoció su parte de responsabilidad y atribuyó a la noticia el pánico que se generó. Los clientes se apresuraron a una retirada masiva de depósitos, a un ritmo de mil millones de pesetas diarios, de manera que a finales de julio se había vaciado la caja en 25.000 millones. «Como en todas las ocasiones en que se suceden los desmentidos, el público olfateó que el asunto iba en serio y, aunque el sábado siguiente a la nota el ambiente fue tranquilo, las salidas de depósitos se dispararon desde primeras horas del lunes. El Banco de España, previsor, había mandado el sábado una furgoneta blindada con 2.000 millones en efectivo a la sede central de Banca Catalana, pero los recursos fueron devueltos íntegramente. Y el lunes, sin la violenta necesidad de hacer colas ante las ventanillas, los millones empezaron a desaparecer de los depósitos a través de la Cámara de Compensación Interbancaria: los clientes preferían no dar la cara y retirar su dinero ante testigos, por lo que simplemente ingresaban talones contra Banca Catalana en otras entidades bancarias.» La descripción que se hace en el citado libro de Baiges, González y Reixach es una fotografía muy nítida de lo ocurrido. 




			Ante la sangría económica que sufría la entidad, el Banco de España exigió el relevo del presidente de Banca Catalana, Raimon Carrasco, que había sustituido a Jaume Carner cuando se descubrió el agujero que este había dejado por sus gastos personales. Carrasco era hijo del dirigente de Unió Democràtica de Catalunya Manuel Carrasco i Formiguera, fusilado por el general Franco en 1936. Eusebi Díaz Morera, un prestigioso economista que había modernizado Caixa de Barcelona, aceptó el cargo el 7 de julio de 1982, junto a Jordi Mercader, con el beneplácito de los consejeros de la entidad. 




			La primera decisión de los nuevos gestores fue encargar una auditoría interna a Price Waterhouse, que reveló un déficit patrimonial de 129.112 millones de pesetas y unas pérdidas anuales del grupo cifradas en 20.000 millones. Esas cifras no cuadraban con las estimaciones del Banco de España, según las cuales el déficit patrimonial no excedía de los 60.000 millones, de manera que la autoridad monetaria rechazó el plan de saneamiento propuesto por Díaz Morera y Mercader y optó por no intervenir. La inacción reactivó la retirada masiva de fondos, que en el mes de noviembre había alcanzado ya la cifra de 110.000 millones de pesetas. La falta de confianza por parte del Banco de España llevó al nuevo equipo gestor a arrojar la toalla el 2 de noviembre de 1982 ante la imposibilidad de sacar adelante su plan de saneamiento, cuando ni siquiera habían cumplido cuatro meses en el cargo. 




			El 17 de noviembre de aquel año se celebró una junta extraordinaria que aprobó la reducción del precio de las acciones de la clase A de 5.000 a cinco pesetas, y de mil a una peseta en el caso de las acciones de la clase B. Fue una tumultuosa reunión en la que por primera vez se votó si había que exigir responsabilidades judiciales a los anteriores gestores de la entidad, con Jordi Pujol al frente. A la junta asistieron unos 1.700 accionistas, que representaban a 5.843 de los cerca de 20.000 accionistas, pero que disponían del 68 % del capital. Entre ellos, todos los grandes accionistas, directamente vinculados a los antiguos consejos de administración, por lo que no era de esperar que se autoexigieran responsabilidades. El grupo familiar de Pujol tenía un paquete de acciones cercano al 20 % del capital. Otro tanto eran accionistas de los primeros años, con acciones de la serie A, las que valían cinco veces más, y totalmente identificados con la empresa. 




			En esa tesitura, el resultado que arrojó la votación era más que previsible: 151.620 votos favorables a la exigencia de responsabilidades, 604.929 en contra y 15.537 abstenciones. Esa circunstancia fue esgrimida durante el proceso judicial por la defensa del expresidente de la Generalitat y por él mismo para clamar por su inocencia. Si los accionistas no reclamaban el supuesto perjuicio causado difícilmente podía considerarse que hubiera existido y que Pujol hubiera de rendir cuentas a la justicia, decían los abogados. Sin embargo, que los accionistas no acudiesen al juzgado no significaba que no se produjera un perjuicio directo a Banca Catalana, que sufrió unas pérdidas de 19.679 millones de pesetas como consecuencia de aquella deplorable gestión económica, según se acreditó durante la investigación. 




			El Gobierno de Felipe González renunció a ejercer el derecho de tanteo con Banca Catalana, pese a que el PSOE había prometido que actuaría de esa manera cuando un banco entrara en crisis, y así lo incluyó en el programa con el que se presentó a las elecciones generales del 28 de octubre de 1982, en las que consiguió su histórica mayoría absoluta. El ejecutivo socialista, con Miguel Boyer al frente del Ministerio de Economía y Hacienda, consideró que la gestión privada del banco sería la mejor opción, y abrió el proceso de venta de Banca Catalana. Hubo un intento de salvar la «catalanidad» de la entidad con la intervención de La Caixa y el Banco de Sabadell, pero finalmente se adjudicó en subasta el 17 de mayo de 1983 a un pool formado por 13 bancos, entre los que figuraban las principales entidades de España. Para entonces, el Banco de España ya había concedido ayudas crediticias a Banca Catalana por valor de 125.000 millones de pesetas. 




			El pool bancario encargó al Banco de Vizcaya que asumiera en solitario la nueva etapa y durante 1983, con los nuevos gestores al frente, Banca Catalana ya generó unos recursos brutos de 6.239 millones de pesetas. En enero de 1984 el Vizcaya hizo efectiva su opción de compra y pagó 13.606 millones de pesetas por Banca Catalana. 




			Resuelto el futuro financiero de la entidad con el dinero de los contribuyentes, quedaba por esclarecer si los exresponsables de Banca Catalana tenían que rendir cuentas ante la justicia. El 16 de junio de 1983 el ministro de Economía y Hacienda, Miguel Boyer, compareció en la Comisión de Economía, Comercio y Hacienda del Congreso para explicar la gestión de Banca Catalana y declaró: «El Gobierno tiene indicios de irregularidades graves en Banca Catalana, y por ello solicitó el 19 de mayo al Banco de España que le remitiera toda la información para la posible depuración de responsabilidades de los antiguos administradores de la entidad».7 




			Todos los grupos de la oposición incluido el de Minoría Catalana, al que estaban adscritos los diputados de Convergència Democràtica, aplaudieron la decisión de Boyer. El ministro explicó que le pareció que la oferta presentada por el pool bancario era la mejor para asegurar el futuro de Banca Catalana, porque se comprometía con más garantías a asumir el 11 % de los posibles morosos existentes entre los 51.000 millones de pesetas, prestados y avalados a empresas del grupo. También relató que, en esa fecha, las arcas públicas ya habían prestado a Banca Catalana 125.000 millones de pesetas a través de los créditos concedidos por el Banco de España y los préstamos del Fondo de Garantía de Depósitos. Los primeros se devolverían en el plazo de ocho años, con cinco de carencia, y los segundos, en diez años.8 




			Los informes del Banco de España sobre la descapitalización de Banca Catalana acabaron en la fiscalía de Barcelona para que se iniciara una investigación que asumieron Carlos Jiménez Villarejo y José María Mena. No porque ellos la reclamaran, sino por el orden de jerarquía de los fiscales, los asuntos que tenía cada uno en ese momento y el criterio empleado por el fiscal jefe de Barcelona, Alejandro Sanvicente. Los dos fiscales estudiaron la documentación y concluyeron que había indicios de delito contra Jordi Pujol y 24 exdirectivos. Luis Burón Barba, el fiscal general del Estado, dio su visto bueno y se presentó una querella contra ellos el 22 de mayo de 1984, casi un año después de que el ministro Boyer anunciara que el Banco de España estudiaría el caso por si podía derivarse alguna responsabilidad de los antiguos gestores. 




			En 1985 el Tribunal de Cuentas cifró las ayudas públicas recibidas por el grupo Banca Catalana en 344.049 millones de pesetas.9 Fue la entidad más beneficiada de los 1,189 billones de pesetas que en aquella época se destinaron al saneamiento de los bancos. Banca Catalana era en esos días la décima entidad en importancia de España y nunca, hasta entonces, se había desembolsado tanto dinero público para salvar a un banco. 




			Luego vino la nacionalización de Rumasa y se superó el desastre financiero, pero Banca Catalana fue el primer rescate bancario de la democracia, un procedimiento que se repetiría al cabo de 30 años en el ciclo inexorable de la historia si no se aprende de las lecciones del pasado. Del dinero público destinado a Banca Catalana, 83.027 millones fueron para sanear las pérdidas y los otros 261.022 se emplearon en cubrir las retiradas de depósitos de los clientes. Parte de esas cantidades se acabarían recuperando con el paso de los años, pero el perjuicio cierto e incuestionable que sufrieron los accionistas y la entidad fue de 19.679 millones de pesetas, como ya se ha dicho en varias ocasiones y conviene repetir, en concepto de activos ficticios que nunca aparecieron. A ello han de sumarse otros 14.682 millones de pesetas por la imposibilidad de recuperar los créditos otorgados a las sociedades instrumentales, «con pleno conocimiento de que no podían realizarse, dado que aquellas presentaban resultados negativos constantes y crecientes, y en tal medida eran total y absolutamente insolventes»,10
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